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La fiscalización externa de los aprovechamientos urbanísticos 
municipales1

1. La importancia de los ingresos relacionados 
con el urbanismo en la financiación de los 
municipios

La ordenación urbanística de los municipios reporta a los 
Ayuntamientos importantes in gresos relacionados directa-
mente con la gestión y ejecución de su territorio. Esta or-
denación tiene, igualmente, una incidencia decisiva en el 
desarrollo de la actividad económica que se produce en los 
mismos. 

A su vez, las Corporaciones municipales también obtienen 
diferentes ingresos como con secuencia de las liquidacio-
nes de los tributos vinculados al desarrollo urbano de las 
ciuda des (Impuesto sobre Bienes Inmuebles, Impuesto de 

Cons trucciones, Instalaciones y Obras, Impuesto sobre el 
In cremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana, 
contribuciones especiales, ta sas por licencias de obras, pri-
mera ocupación, etc.)2.

El urbanismo se convierte, así, en una fuente de recursos 
económicos para las entidades locales que, aunque, como 
se verá más adelante, están suje tos, en determinados 
supues tos, a concretas restricciones de uso, permiten, en 
no pocos casos, sanear las arcas munici pales y atender a 
sus necesida des más imperiosas. 

En el presente trabajo nos vamos a centrar solamente en 
los ingresos relacionados direc tamente con la ordenación 
urbana de las ciudades y, más concretamente, en el control 
externo que se puede efectuar sobre los aprovechamientos 
urbanísticos municipales.

1.   El presente trabajo ha sido posible debido a la experiencia adquirida en la realización de dis tintas auditorías que sobre urbanismo viene efectuando la Cámara de 
Cuentas de Andalu cía, así como a las diferentes posiciones reco gidas en uno de los “foros de opinión” existen tes en la Intranet corporativa de la Institución.

2.  MARTÍNEZ GARCIA, J. I., “Aspectos económi cos y tributarios del urbanismo”, Barcelona, Bayer Hnos. S. A., 2001.
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2. La propiedad del suelo, el urbanismo 
como función pública, la participación 
de los particulares y las obligaciones de 
éstos en la urbanización

Actualmente la propiedad del suelo no se concibe como un 
derecho potencialmente ilimita do, sino que, por el contrario, 
está sujeto a límites precisos establecidos por la legislación 
urbanística y los planes de orde nación. La función social 
del derecho a la propiedad privada reconocida en nuestra 
Constitu ción (art. 33 CE), impone a los propietarios del 
suelo una serie de deberes, cargas y obligacio nes que 
necesariamente deben cumplir. En tal sentido, el artícu lo 2 
de la Ley del Régimen del Suelo y Valoraciones, de 13 de 
abril de 1998, establece que “Las facultades urbanísticas del 
derecho de propiedad se ejerce rán siempre dentro de los 
límites y con el cumplimiento de los deberes establecidos 
en las Le yes o, en virtud de ellas, por el planeamiento con 
arreglo a la clasificación urbanística de los predios”. 

En definitiva, son las Leyes y los planes urbanísticos los que 
delimitan el contenido del dere cho de propiedad urbana y 
establecen las facultades y deberes que corresponden a 
cada uno de los propietarios. 

La ordenación de la ciudad realizada por el planeamiento, trae 
como consecuencia la divi sión del suelo en las siguientes 
categorías básicas: suelo urba no, suelo urbanizable y suelo 
no urbanizable (rústico). La clasifi cación del suelo como 
urbano o urbanizable conlleva que a los propietarios de 
terrenos encla vados en tal situación el planeamiento les esté 
otorgando unos beneficios que, en principio, no tenían: la 
posibilidad de edificar. 

Ahora bien, el aumento del valor de los terrenos, derivado de 
la clasificación del suelo, es consecuencia de la decisión de la 
Administración Pública, que es quien formula y aprueba el plan 
en atención a las necesidades colectivas y al interés general. 
Por ello, la legislación impone a los titulares de los terrenos, 
según la clasificación del suelo, una serie de obligaciones 
enca minadas a que la comunidad pueda participar en las 
plusvalías generadas por la acción urbanís tica (art. 47 CE). 
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Así, los propie tarios deberán ceder a la Admi nistración los 
terrenos destina dos por el plan a dotaciones públicas (es-
pacios libres, zonas verdes, viales...), deberán coste ar la 
urbanización propiamente dicha y, además, ceder un tanto por 
ciento del aprovechamiento urbanístico correspondiente; to do 
ello en justa compensación de los beneficios que obtendrán 
como consecuencia de la urbanización. 

En suma, se pretende que parte de las importantes plusva-
lías derivadas de la acción urba nística reviertan en beneficio 
de todos, esto es, de la comunidad. 

3. lnfraestructuras y bienes cedidos 
a la Administración

Las Corporaciones Locales, en virtud de las obligaciones que 
la legislación urbanística impone a los propietarios, ob tienen 
del desarrollo urbanístico de su territorio: a) los terrenos 
destinados por el plan a espa cios libres, zonas verdes, dota-
ciones públicas y sistemas ge nerales; b) los viales y la red de 
comunicaciones interiores de la urbanización y c) por último, 
el 10% del aprovechamiento ur banístico lucrativo del ámbito 
correspondiente. 

Estos bienes e infraestructu ras se incorporarán al patrimonio 
de la Administración Local, con las siguientes peculiaridades:

a) Los espacios destinados a dotaciones públicas (áreas 
li bres, equipamientos y servicios de interés público 
y social) se deben integrar, en su condición de bienes 
inmuebles, en el inventario de la Corporación, con los 
requisitos establecidos en el artículo 20 del Reglamento 
de Bienes de la Entidades Locales. 

Para proceder a su registro contable, se debe diferenciar 
entre los terrenos destinados por el plan a un uso general y 
los considerados afectos a un servicio público. Los destina-
dos a la prestación de un servicio público (instalación de cen-
tros docentes, equipamientos comerciales, sociales, deporti-
vos, etc.) se deben incluir en el inmovilizado material de 
con formidad con las reglas 201 y siguientes de la Instrucción 
de Contabilidad para la Adminis tración Local. 

El asiento contable sería el siguiente: 

(200) Terrenos y bienes naturales 
a (789) Otros ingresos3

Por el contrario, los terrenos afectados a un uso general (es-
pacios públicos para parques, jardines, áreas peatonales, 
etc.), en principio, no deben reflejarse en la contabilidad de la 
entidad local pues no forman parte del inmovilizado material, 
al no estar destinados a la prestación de servicios públicos 
(subgrupo 20), ni se trata de inversiones efec tuadas por el 
Ayuntamiento y, por consiguiente, no se pueden incluir en 
el subgrupo 22 “Inversiones en infraestructura y bienes 
destinados al uso general4. 

Se sigue así la solución recogida, en su momento, en la 
Instrucción provisional de conta bilidad del inmovilizado no 
financiero de la Administración del Estado, aprobada por 
Resolu ción de 27 de diciembre de 1989, que establece que no 
to dos los bienes tangibles y dura deros de los entes públicos se 
deben incluir en el inmovilizado, sino solamente los vinculados 
a la producción de servicios públi cos no destinados a la venta. 
De forma, que las infraestructuras y bienes afectos al uso 
general, al no cumplir los requisitos anterio res, no deben 
mantenerse en el balance de las Administraciones Públicas5.

3.  Se ha optado por este tratamiento, pues cargar la cuenta del inmovilizado material (220) con abono a la 822. Otros resultados extraordinarios, que también sería posible, 
supondría considerar el desarrollo urbano de las ciudades como una actividad extraordina ria de las Corporaciones Locales, cuando, por el contrario, es algo típico y propio 
de la ges tión municipal.

4.  Se ponen así de manifiesto las diferencias existentes entre el inventario de bienes (regis tro administrativo que recoge las característi cas de los bienes de la entidad local) 
y el balance de situación (estado contable que manifiesta la situación patrimonial de la enti dad). Sobre tales diferencias APELLANIZ RUIZ DE GALARRETA, I., Los inventarios 
de bienes en las entidades locales, Auditoría Pública n.º 15, págs. 48 a 51.

5.  Vid. el Preámbulo y las Reglas 28 y 29 de la Instrucción provisional de contabilidad del inmovilizado no financiero, recogida en el anexo II de la Resolución de 27 de 
diciembre de 1989 de la Intervención General de la Administración del Estado, no derogada expresamente por la Orden de 6 de mayo de 1994 que aprueba el Plan General 
de Contabilidad Pública.
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b) Una vez ejecutada la urba nización, los propietarios tam-
bién deben ceder al Ayuntamien to la red viaria interior, 
así como los enlaces con los sistemas generales de 
comunicación pre vistos en el plan. Tales bienes también 
se deben incorporar al inventario consolidado, pues de 
conformidad con el artículo 20 g) del Reglamento de 
Bienes de las Entidades Locales “en el inven tario deberán 
constar los datos necesarios para la individualiza ción de 
las vías públicas, con especial referencia a sus límites, 
longitud y anchura”. Considera mos que también deben 
reco gerse en el inventario las redes de abastecimiento, 
saneamiento, alumbrado, etc. 

En cuanto a su registro con table, al tratarse de bienes des-
tinados al uso general, y por las razones apuntadas anterior-
mente, creemos que tampoco deben reflejarse en el balance 
de situación de la Corporación.

c) A la Entidad Local tam bién le corresponde, como ante-
riormente se ha señalado, un tanto por ciento del aprove-
chamiento lucrativo del sector, en justa equivalencia a las 
plus valías obtenidas. 

Cuando los planes de orde nación clasifican un terreno como 
urbano o urbanizable y, además, le asignan un destino concreto 
(residencial, comercial, industrial, zona verde, viario, etc.) los 
propietarios obtienen unos usos lucrativos determina dos y 
diferenciados. El aprove chamiento de una parcela consi derada 
como de uso residencial o industrial, lógicamente, es dis tinto 
y desigual. Desigualdad que se manifiesta tanto al determinar 
distintas clases de suelo (urba no, urbanizable y no urbaniza-
ble), como al calificarlo en distin tos usos e intensidades 
(residen cial, comercial, industrial, zona verde, viario, etc.).

Para establecer el aprove chamiento urbanístico que per-
tenece a los propietarios y a la Administración, así como para 

evitar, en la medida de lo posi ble, las desigualdades que se 
producen entre distintos titula res de terrenos, la legislación 
urbanística ha previsto la técni ca del aprovechamiento tipo. 
Para su aplicación el planea miento divide el suelo urbano y 
el urbanizable en ámbitos terri toriales concretos denomina-
dos áreas de reparto, y para cada una de ellas existirá un 
aprovechamiento tipo que ser virá de base para concretar el 
que pertenece a los propieta rios y a la Administración6.

Una vez establecido el apro vechamiento lucrativo del ámbi-
to correspondiente, los propie tarios del suelo urbano sin 
urbanización consolidada y del suelo urbanizable deben 
ceder obligatoria y gratuitamente a la Administración el suelo 
correspondiente al 10% del aprove chamiento urbanístico 
[arts.14.2 .c) y 18.4 de la Ley del Suelo y Valoraciones de 13 
de abril de 1998]. 

El aprovechamiento urbanís tlco está concebido en nuestro 
ordenamiento como un bien inmueble susceptible de apro-
piación7 con independencia del terreno en que se materialice 
y que puede inscribirse en el regis tro de la Propiedad como 
finca registra! independiente8. Tiene naturaleza de bien pa-
trimonial y habrá de concretarse en una o varias parcelas de 
terreno deter minadas o se podrá sustituir por su equivalente 
en metálico [arts. 20.1.b) y 151.4 del Texto Refun dido de la 
Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana de 26 
de junio de 1992 (en ade lante TRLS)]. 

Cuando el aprovechamiento municipal se materialice en te-
rrenos concretos, éstos, en su condición de bienes patrimo-
niales, deberán incorporarse al inventario de la Entidad (art. 
20 del Reglamento de Bienes de las Corporaciones Locales) 
y se contabilizarán en el inmoviliza do material (reglas 201 y 
siguientes de la Instrucción de Contabilidad para las Corpora-
ciones Locales).

6.  ANTÚNEZ TORRES, D., Justicia distributiva y recuperación de plusvalías en el marco de la intervención urbanística, Sevilla, 2001 (Tesis pendiente de publicar).

7.  GUETO BULNES, J. L, Aprovechamiento Urbanístico y Unidades de Ejecución, IVAP. Administrazioko Lanabesak, 1997. pág. 32. 

8.  El artículo 39 del Reglamento sobre ins cripción en el Registro de la Propiedad de actos de naturaleza urbanística, de 4 de julio de 1997, determina los supuestos en los 
que el aprovechamiento urbanístico se inscribirá como finca especial disgregada del suelo y mediante apertura de folio Independiente.



85

La fiscalización externa de los aprovechamientos urbanísticos municipales

El asiento contable sería: 

(200) Terrenos y bienes naturales 
a (788) Ingresos por aprovechamiento urbanístico 
ó (789) Otros ingresos.

Por el contrario, cuando los aprovechamientos urbanísticos se 
patrimonialicen mediante su sustitución por su equivalente 
en metálico, el reflejo contable sera: 

(57)Tesorería 
a (430) Deudores por derechos reconocidos. 
Presupuesto corriente

(430) Deudores por derechos reconocidos.
Presupuesto corriente 
a (788) Ingresos por aprovechamiento urbanístico 
ó (789) Otros ingresos.

En este caso se trata de in gresos que deben quedar refle-
jados en el presupuesto corres pondiente. Si bien, se hace 
necesario determinar el capítu lo presupuestario en el que 
quedarán recogidos. 

Un sector de la doctrina9 considera que se trata de ingre sos 
corrientes imputables al Capítulo III “Tasas y otros ingre sos”. 
Tal posición se justifica, principalmente, en que, al ser una 
actividad típica y normal de las entidades locales, se trata 
de operaciones corrientes. Por otro lado, como los ingresos 

obte nidos mediante la enajenación de los bienes que 
integran el Patrimonio Municipal del Suelo se destinarán a la 
conservación y ampliación del mismo (art. 276.2 del TRLS) y 
la conservación de tal Patrimonio tiene la considera ción de 
gasto corriente, necesa riamente estos ingresos deben tener 
la misma naturaleza, pues de lo contrario se conculcaría el 
artículo 5° de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales 
(en adelante LRHL)10.

Por el contrario, creemos que los ingresos a que se está 
haciendo referencia deben te ner la naturaleza de ingresos de 
capital, imputables al Capítulo VI “Enajenación de inversiones 
rea/es”11. 

Esta posición se justifica por lo siguiente: 

A)   Si la Administración enaje na los terrenos en que se mate 
rializan los aprovechamientos (art. 280 TRLS), los ingresos 
así obtenidos se imputarán al Capí tulo VI, aunque tales 
cantidades, que seguirán afectadas al Patri monio Municipal 
del Suelo, se puedan o deban destinar a su mantenimiento 
o conservación y, consecuentemente, considerar como 
gastos corrientes (Capítulo 11 del Presupuesto de Gastos). 

B)  La sustitución en metálico de los aprovechamientos 
urba nísticos no es otra cosa que una enajenación a favor de 
los propietarios iniciales de los terrenos. De forma que su 
tratamiento contable no debe variar de los supuestos en los 
que se produce la enajenación de los terrenos. 

C)   El artículo 5 de la LRHL intenta evitar la descapitalización 
de las entidades locales impi diendo que puedan enajenar 
su patrimonio para hacer frente a gastos corrientes. No 
obstante, esta regla general tiene una excepción prevista en 
el artículo 276 del TRLS que permite, sólo para los bienes 

9.  ARNAL SURJA, S. y GONZÁLEZ-PUEYO, J. M., Manual de Presupuestos y Contabilidad de las Corporaciones Locales, Madrid, 1995, págs. 513 y ss. En el mismo 
sentido la con sulta 9/1993 de la Intervención General de la Administración del Estado y las consultas 146/1995 y 341/1999 de El Consultor de los Ayuntamientos.

10.  Este precepto establece que “Los ingresos procedentes de la enajenación o gravamen de bienes y derechos que tengan la consideración de patrimoniales no podrán 
destinarse a la financiación de gastos corrientes...”.

11.  En el mismo sentido MARTINEZ GARCIA, J. I., “Aspectos económicos y tributarios ... “, ob. cit., pág. 106.
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del Patrimonio Municipal del Suelo, su enajena ción para la 
conservación y ampliación del mismo. 

D)   Si los derechos reconoci dos se computan como ingre-
sos corrientes (Capítulo III) incidirán en el cálculo del ahorro 
neto de la Corporación, es decir, la dife rencia entre los dere-
chos liquida dos por los capítulos uno a cinco del estado de 
ingresos y las obli gaciones reconocidas por los capítulos uno, 
dos y cuatro del estado de gastos, minorada en el importe de 
una anualidad teó rica de la deuda (art. 54.1 LRHL). Esta cir-
cunstancia no se consi dera correcta, pues como hemos visto 
se trata de ingresos afecta dos con un destino claro y deter-
minado que no siempre coincidi rá con gastos corrientes. Si 
por el contrario se imputan al Capítulo VI no influirán en esta 
variable tan importante para las entidades locales.

4. lncorporación de los aprovechamientos 
al Patrimonio Municipal del Suelo

El aprovechamiento urbanís tico municipal, desde el mismo 
momento en que se aprueba el planeamiento, se integra en 
el Patrimonio Municipal de Suelo. Éste, a tenor del artículo 
276 del TRLS, tiene como finalidad regular el mercado de 
terrenos, obtener reservas de suelo para actuaciones de 
iniciativa públi ca y facilitar la ejecución del planeamiento. 

Todos los municipios que cuenten con planeamiento gene-
ral deben constituir el menciona do Patrimonio, aunque no 
es necesario un acto administrativo expreso en tal sentido, 
pues este instrumento de intervención en el mercado del 
suelo se constituye ope legis (“Los Ayuntamientos que 
dispongan de planeamiento general deberán constituir su 
respectivo Patrimonio Municipal del Suelo ... “, art. 276 TRLS). 
Igualmente, la incorporación de los bienes al mismo se 

produce ex lege, sin que haga falta una resolución expresa 
por parte de la Administración (“Integrarán el Patrimonio 
Municipal del Suelo los bienes patrimoniales... obte nidos 
como consecuencia de cesiones, ya sea en terrenos o en 
metálico... “, art. 277.1 TRLS). 

Los bienes del Patrimonio Municipal del Suelo constituyen 
un patrimonio separado de los demás bienes municipales12 

y quedan afectados a unos fines concretos determinados 
en la Ley13. Una de las consecuencias de esta consideración 
es la subrogación real de las cantidades percibidas por la 
enajenación de los bienes de dicho Patrimonio, de forma 
que los ingresos obte nidos mediante la venta de terre nos 
o sustitución del aprovecha miento por su equivalente en 
metálico, se destinarán a la conservación y ampliación del 
mis mo (art. 276.2 TRLS). 

En suma, estas cantidades quedan adscritas al Patrimonio 
Municipal y no podrán destinarse a fines que no sean estricta-
mente urbanísticos, es decir, que no estén directamente 
relacionados con la ejecución del plan o la regulación del 
mercado de terre nos, como podrían ser: desarro llo de 
los espacios libres de uso público, ejecución de centros 
culturales y docentes, etc.

Por otro lado, desde el punto de vista contable los ingresos 
obtenidos por la Corporación Local como consecuencia de 
la enajenación de los bienes del Patrimonio Municipal del 
Suelo o de la sustitución del aprovecha miento por dinero 
constituyen ingresos adscritos a un progra ma de gasto con 
financiación afectada (regla 376 y ss. de la Instrucción de 
Contabilidad para la Administración Local), de forma que 
al final del ejercicio económico se deberán calcular las 
desviaciones de financiación que incidirán, en su caso, en 
el resultado presupuestario y en el remanente de tesorería.

12.   En tal sentido la Ley 7/1999, de 29 de septiembre, de Bienes de las Entidades Locales de la Comunidad Autónoma de Andalucía, establece que el inventaria general 
consolidado de las Corporaciones Locales estará integrada, entre otros, por los siguien tes inventarios parciales: el del patrimonio municipal del suelo (art. 58).

13.  La doctrina tradicionalmente viene distin guiendo entre fines específicos (construcción de viviendas suíetas a algún régimen de pro tección pública y otros usos de 
interés social) y fines genéricos (regular el mercado de terre nas, obtener resérvas de suelo para actuacio nes de Iniciativa pública, facilitar la e/ecución del planeamiento, 
conservación y ampliación del patrirnonio...). Vid. CIRIA PSREEZ, F. J., Destino del Patrimonio Público o Municipal del suelo, Auditaría Pública n.º 17, págs. 17 a 22.



87

La fiscalización externa de los aprovechamientos urbanísticos municipales

5. Áreas de riesgo 

Seguidamente se exponen algunas de las áreas de riesgo 
que se deben tener en cuenta, en su caso, a la hora de 
fiscali zar las actuaciones urbanísticas de las Corporaciones 
Locales14.

5.1 Convenios urbanísticos 

La realización de convenios urbanísticos que facilitan el 
de sarrollo de la ordenación del te rritorio viene siendo una 
práctica cada vez más frecuente, que, in cluso, ha quedado 
recogida po sitivamente en algunas de las Leyes que las 
Comunidades Au tónomas han dictado en esta materia. 

La doctrina suele distinguir entre convenios de planeamiento 
y convenios de ejecución15, aun que es frecuente que los 
con venios incidan tanto en la apro bación o modificación del 
plane amiento como en las distintas formas de ejecución del 
mismo.

En todo caso es fundamental tener en cuenta que la 
Adminis tración, a través de los conve nios, no puede dis-
minuir o renunciar a su obligatoria partici pación en las 
plusvalías genera das por el desarrollo urbanístico. Una cosa 
será que, por medio de aquéllos, se agilice la ejecución y el 
desarrollo de la ordenación del territorio y otra muy distinta 
que la Administración no obtenga los aprovechamientos 
urbanísticos que la legislación imperativa mente impone. 

14.   Vid. BOBADILLA BACAICOSA, P., y otros, Fiscalización de la gestión urbanística munici pal, Auditoría Pública nº 2, págs. 25 a 32.

15.   Vid. BUSTILLO BOLADO, J. y CUERNO LLATA, J. R., Los convenios urbanísticos entre las Admi nistraciones Locales y los particulares, Pam-plo-
na, Aranzadi, 2001 y HUERGO LORA, A., Los convenios Urbanísticos, Madrid, Civitas, 1998.
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Consecuentemente, se debe rán analizar detenidamente los 
posibles convenios de planeamiento o ejecución que las 
Enti dades Locales hayan efectuado dentro del alcance la de 
la fisca lización, y comprobar que no se han vulnerado, en 
beneficio de la Administración o a favor de los particulares, 
las normas impera tivas de la legislación urbanística ni el 
ejercicio de las potestades regladas de la Administración. 

5.2 Permuta de los aprovechamientos por obras 
de infraestructura

En algunos casos, las Cor poraciones Locales acuerdan en los 
convenios urbanísticos permutar los aprovechamientos que 
le corresponden por obras de infraestructura que realizará el 
promotor o el titular de los terrenos. 

Esta forma de actuación no se considera correcta pues 
se infringe la legislación básica de contratos que obliga a 
la Admi nistración a sujetar sus obras a los principios de 
publicidad, concurrencia e igualdad y no discriminación 
(artículo 11.1 de la Ley de Contratos de las Ad ministraciones 

Públicas). Ade más, se convierte a los promo tores en adju-
dicatarios directos de las infraestructuras a realizar y éstas 
se ejecutan por perso nas que pueden no cumplir las 
condiciones de capacidad y solvencia exigidas a los contra-
tistas de la Administración. 

Por otro lado, también resulta problemática la valoración de 
las infraestructuras una vez recep cionadas por la Entidad 
Local pues, al no existir un control di recto sobre las mismas, 
no siempre se conocera con precisión su precio final al objeto 
de compa rarlo con las contraprestaciones a las que los 
promotores se hayan obligado y, a su vez, para incorporarlas 
al inventario de bienes de la Corporación. 

5.3 Valoración de los aprovechamientos 
urbanísticos

También se debe prestar especial atención al momento de 
la valoración de los aprovecha mientos urbanísticos. Normal-
mente cuando en un convenio se acuerda la permuta o la 
transmi sión de los aprovechamientos municipales, como 
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todavía no se ha desarrollado el plan, no se conocen 
exactamente cuáles serán los terrenos o parcelas concretas 
en las que se materia lizarán aquéllos y, consecuente mente, 
no se puede tener en cuenta el valor de repercusión de tales 
parcelas.

Es en el proyecto de com pensación o, en su caso, de re-
parcelación donde vendrán con cretadas o determinadas las 
par celas que soportan el aprove chamiento urbanístico del 
muni cipio y, precisamente, desde el momento en que la 
Administra ción actuante apruebe tal pro yecto (art. 174.1 y 4 
del Regla mento de Gestión Urbanística) se podrá proceder 
a su valora ción. 

Por consiguiente, cualquier tasación realizada con anteriori-
dad a la aprobación por la Administración del proyecto de 
compensación o reparcelación debe considerarse como 
provi sional y posteriormente, una vez determinada la que 
recoja el valor de repercusión, se deberá comprobar si se ha 
pro ducido una equivalencia de prestaciones entre las partes 
intervinientes o, por el contra rio, alguna ha salido beneficia-
da en la permuta o enajenación de los aprovechamientos. 

5.4  Transmisión a la Administración de los terrenos 
de cesión obligatoria

Finalmente, también se debe tener en cuenta que la 
transmisión, en pleno dominio y libre de cargas, de los 
terrenos de cesión obligatoria y gratuita a la Entidad Local 
tiene lugar ope legis desde que se aprueba el proyecto 
de compensación (art. 179 del Reglamento de Gestión 
Urbanística). No obs tante, es frecuente que las Cor-
poraciones Locales tarden bas tante tiempo en recepcionar 
las obras de urbanización, debido a que, generalmente, una 
vez recibidas surge la obligación de conservarlas y, a su vez, 
se de ben comenzar a prestar los ser vicios básicos, como 
son: la limpieza viaria, la recogida de basuras y el alumbrado16.

En cualquier caso, una vez aprobados definitivamente por la 
Administración Local el pro yecto de compensación o, en su 
caso, el de reparcelación (art. 174.1 y 4 del Reglamento de 
Gestión Urbanística), se debe proceder a la inclusión en el 
inventario de los bienes de cesión obligatoria que ya serán 
de pleno dominio de la Entidad Local, así como registrarlos 
contablemente, con las peculia ridades que anteriormente se 
han establecido. 

Desde el punto de vista de la contabilidad, el registro de los 
bienes efectos a un servicio público será necesario para que 
los estados contables reflejen adecuadamente la situación 
económico-patrimonial de la Corporación Local.




